El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Corporación.
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Accionante:


Uner Augusto Becerra Largo

Accionados:


Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, a la que fueron vinculados el Alcalde de ese municipio, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, estos últimos de la Regional Risaralda.

Proceso:



Acción de Tutela 

Magistrado Ponente:

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Tema:




TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL EN ACCIÓN POPULAR / EL RADICADO DEL PROCESO NO CORRESPONDE A UNA ACCIÓN POPULAR / LOS HECHOS NO EXISTEN / NIEGA / “Considera el actor lesionados sus derechos fundamentales porque la jueza demandada rechazó, por falta de competencia, las acciones populares que formuló, con desconocimiento del artículo 16 de la Ley 472 de 1998 y no concedió el recurso de apelación que interpuso frente a esa decisión.

Empero, según la información que brindó la funcionaria accionada, los procesos radicados bajo los Nos. “2015-00133” y “2015-00134” no corresponden a las acciones populares. El primero es un proceso de filiación extramatrimonial promovido por la señora Defensora de Familia en representación de Diana Lorena Cantor Ramos contra los señores Carlos Manuel, Martha Lucía y Yolanda Pabón Vergara, hermanos del causante Sergio Pabón Vergara, el cual fue retirado por la parte interesada en julio de 2015; y el segundo, un proceso de divorcio instaurado por el apoderado judicial de la señora Luz Marina Restrepo López contra el señor Federico Cavaglia, que se archivó el 24 de agosto de 2016.

De acuerdo con lo anterior y como la protección constitucional reclamada se fundamentó en hechos que no han tenido ocurrencia, no resulta posible analizar si se satisfacen los requisitos generales de procedencia de la tutela, que permitan pasar luego al análisis de las causales específicas para que el amparo solicitado frente a providencias judiciales se abra paso, de acuerdo con la jurisprudencia constitucional que de manera reiterada enseña que debe procederse a su análisis, en tratándose de acciones de tutela contra decisiones judiciales. 

Por ende, como no existen las acciones populares en las que considera el actor lesionados sus derechos, se concluye que tampoco ha lesionado la funcionaria demandada los derechos cuya protección invoca.  

En consecuencia, se negará el amparo reclamado.”

Citación jurisprudencial: Sentencia T-238 de 2016 y SU-918 de 2013. / 

------------------------------------------------------

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, octubre veintisiete (27) de dos mil dieciséis (2016)             

      
Acta No. 514 de 27 de octubre de 2016

Expedientes Nos.
66001-22-13-000-2016-00947-00





66001-22-13-000-2016-00952-00

Se deciden en primera instancia las acciones de tutela de la referencia, promovidas por el señor Uner Augusto Becerra Largo contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, a la que fueron vinculados el Alcalde de ese municipio, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, estos últimos de la Regional Risaralda.

A N T E C E D E N T E S

1.- Relató el actor los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 El Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal decidió rechazar las acciones populares que instauró contra el Centro de Servicios Crediticios con domicilio en ese municipio, radicadas bajo los Nos. “2015-133” y “2015-134”; las que solicitó se tramitaran en esa ciudad que corresponde al domicilio de la entidad accionada, pues escogió la competencia a prevención.

1.2 En la acción popular consignó que el domicilio de la demandada era la ciudad de Santa Rosa de Cabal; el juzgador no puede convertirse en el sucedáneo de su elección.

1.3 Es curiosa la postura de la tutelada al no conceder la alzada frente al auto que “pretende rechazar mi acción”, a pesar de lo que al respecto han dicho el Consejo de Estado, la Corte Suprema de Justicia y la Corte Constitucional, en providencias que cita.

2.- Considera lesionados los derechos a la igualdad, al debido proceso y a la debida administración de justicia y para su protección solicitó se ordene al juzgado demandado admitir y tramitar las acciones populares que propuso, en el domicilio de la entidad demandada, a prevención.
ACTUACIÓN PROCESAL

1.- Mediante proveído del pasado 14 de octubre se admitió la solicitud y se ordenó vincular a la Alcaldía de Santa Rosa de Cabal, al Procurador y al Defensor del Pueblo, ambos de la Regional Risaralda. 
2.- En el trámite de esta instancia, se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La funcionaria accionada informó que revisado el libro respectivo, se pudo constatar que los procesos radicados bajo los Nos. “2015-00133” y “2015-00134” no corresponden a las acciones populares.

2.2 La Alcaldía del municipio de Santa Rosa de Cabal, por medio de apoderado judicial, expuso que no es responsable ni se le imputa vulneración de derecho fundamental alguno, ni observa en la demanda que la acción popular haya sido presentada contra ese ente territorial y de ser así no se le ha notificado decisión alguna, toda vez que el mismo accionante afirma que la demanda fue rechazada. Solicita su desvinculación.
2.3 La Procuradora Regional de Risaralda dijo que a esa Agencia del Ministerio Público se han comunicado los autos que admiten las respectivas acciones populares y como consecuencia de ello han designado a los diferentes profesionales de la Procuraduría Regional Risaralda y Provincial de Pereira para dar cumplimiento al artículo 21 de la ley 472 de 1998; el Ministerio Público es ajeno a la cuestión planteada por el demandante, pues su intervención está orientada a verificar, como ente de control, la defensa de los derechos e intereses colectivos, lo que hará en el correspondiente pacto de cumplimiento que para el efecto se suscriba, para el que aún no han sido convocados. Solicita se le desvincule de la actuación.
3.- Las demás autoridades vinculadas no se pronunciaron.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1.- El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2.- Considera el actor lesionados sus derechos fundamentales porque la jueza demandada rechazó, por falta de competencia, las acciones populares que formuló, con desconocimiento del artículo 16 de la Ley 472 de 1998 y no concedió el recurso de apelación que interpuso frente a esa decisión.
3.- Empero, según la información que brindó la funcionaria accionada, los procesos radicados bajo los Nos. “2015-00133” y “2015-00134” no corresponden a las acciones populares. El primero es un proceso de filiación extramatrimonial promovido por la señora Defensora de Familia en representación de Diana Lorena Cantor Ramos contra los señores Carlos Manuel, Martha Lucía y Yolanda Pabón Vergara, hermanos del causante Sergio Pabón Vergara, el cual fue retirado por la parte interesada en julio de 2015; y el segundo, un proceso de divorcio instaurado por el apoderado judicial de la señora Luz Marina Restrepo López contra el señor Federico Cavaglia, que se archivó el 24 de agosto de 2016
.
4.- De acuerdo con lo anterior y como la protección constitucional reclamada se fundamentó en hechos que no han tenido ocurrencia, no resulta posible analizar si se satisfacen los requisitos generales de procedencia de la tutela, que permitan pasar luego al análisis de las causales específicas para que el amparo solicitado frente a providencias judiciales se abra paso, de acuerdo con la jurisprudencia constitucional que de manera reiterada enseña que debe procederse a su análisis, en tratándose de acciones de tutela contra decisiones judiciales
. 
Por ende, como no existen las acciones populares en las que considera el actor lesionados sus derechos, se concluye que tampoco ha lesionado la funcionaria demandada los derechos cuya protección invoca.  

En consecuencia, se negará el amparo reclamado.

5.- Como lo solicita el actor, al notificársele esta providencia se le enviará copia de la misma a su correo electrónico y a su costa, se le expedirán copias de todo el proceso.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO.- Negar las acciones de tutela propuestas por el señor Uner Augusto Becerra Largo contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, a las que fueron vinculados el Alcalde de ese municipio, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, estos últimos de la Regional Risaralda.
SEGUNDO.- Enviar al actor copia de este fallo a su correo electrónico y a su costa, expídasele copia de toda la actuación.
TERCERO.- Notificar esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

CUARTO.- De no ser impugnada esta sentencia, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Folios 8, 9 y 10.


� Ver por ejemplo sentencia T-238 de 2016 y SU-918 de 2013, entre muchas más
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